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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL 

M.P. LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Pereira,  veinticinco (25) de octubre de dos mil trece (2013)

Proyecto aprobado por Acta No. 640
Hora: 6:00 p.m. 
ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la sala resolver la impugnación presentada por la E.P.S. Servicio Occidental de Salud en contra del fallo de tutela emitido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

    IDENTIDAD DEL ACCIONANTE

Se trata del señor Jairo Antonio Franco Celis, quien se identifica con la cédula No. 9.992.883 de Viterbo, Caldas, residente en la calle 8 Nro. 3-39 de La Virginia, Risaralda, teléfono 3116240549. 
ENTIDAD ACCIONADAS 
-Hospital Universitario Departamental de Caldas Santa Sofía, ubicado en el km 2 salida vía Chinchiná, teléfono 8879200 de Manizales, Caldas 
-E.P.S. Servicio Occidental de Salud, con sede en esta ciudad.  

HECHOS QUE MOTIVAN LA TUTELA

Informó el actor que desde hace algún tiempo presenta el síndrome de túnel carpiano, motivo por el cual el día 10 de mayo del año en curso su médico tratante ordenó una valoración por reumatología. 

La E.P.S. Servicio Occidental de Salud remitió al actor a la IPS Hospital Universitario Departamental de Caldas Santa Sofía, entidad que a la fecha de la interposición de la acción de tutela no responde las líneas telefónicas de atención al usuario con el fin de agendar la cita respectiva. 
El tutelante solicitó el cambio de IPS, sin embargo, le fue informado que el referido centro asistencial es la única entidad con la que se tiene convenio para la especialidad de reumatología. 
PETICIÓN 

Solicita del juez constitucional que i) se tutelen sus derechos fundamentales a la salud y a la vida digna; y ii) que se ordene al Hospital Universitario de Caldas Santa Sofía la programación de la valoración por reumatología. 
PRUEBAS ALLEGADAS POR EL ACCIONANTE 

· Cédula de ciudadanía. 

· Fórmula  médica.
· Autorización de servicios Nro. 58777253.
· Recibo de caja 955947.

RESPUESTAS DE LAS ENTIDADES DEMANDADAS Y VINCULADAS
E.P.S. Servicio Occidental de Salud 
El señor Franco Celis se encuentra afiliado a esa entidad en calidad de cotizante.
En el presente caso se configuró un hecho superado ya que desaparecieron las circunstancias que generaron la interposición del presente amparo de tutela. 

Solicita que se declare improcedente la acción de tutela incoada.  
Hospital Departamental Universitario de Caldas Santa Sofía 
Esa entidad siempre ha estado dispuesta a brindar los servicios médicos al actor.
Al señor Jairo Antonio Franco Celis se le asignó la cita de reumatología para el día 6 de septiembre de 2013 a las 11:00 a.m., situación que fue puesta en conocimiento de la esposa del tutelante por medio de una llamada telefónica. 

Solicita que se declare la carencia actual de objeto por hecho superado y que se desvincule a ese centro asistencial del presente trámite. 

DECISIÓN DE  PRIMERA INSTANCIA 

Mediante sentencia del 4 de septiembre de 2013 el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, resolvió: i) tutelar los derechos fundamentales a la salud y a la vida digna del señor Jairo Antonio Franco Celis; ii) ordenar a la E.P.S. Servicio Occidental de Salud que continúe prestando una cobertura integral al paciente respecto al mal que padece y que ameritó la interposición de la acción de tutela, sin que el desarrollo del tratamiento se dilate por falta de agilidad y prontitud en la asignación y la programación de las citas requeridas, así como la autorización de todo procedimiento, tratamiento o medicamento que dicho galeno ordene, sin que se pueda acudir para su negativa la no inclusión del mismo en el POS; y iii) autorizar a la entidad accionada para que dentro de los términos y condiciones establecidas en la ley repita en contra del Fosyga por el 100% de los servicios no cubiertos por el POS. 

La E.P.S. Servicio Occidental de Salud impugnó dicha decisión.

FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN
Consideró que no es procedente tutelar situaciones futuras e inciertas, ya que dentro del presente caso no obra prueba alguna sobre la vulneración de algún derecho fundamental al usuario. 
Respecto a la integralidad del fallo sostuvo que se debe tener en cuenta el concepto que tiene el Fosyga en tal sentido, el cual se encuentra plasmado en el comunicado JRD-21630-11CD del 19 de abril de 2011, en el que indica que el recobro de procedimientos no POS sólo se accederá siempre y cuando los servicios de salud  por ésta modalidad no se encuentren consagrados en las exclusiones del artículo 54 del acuerdo 008 de 2009, sobre los cuales no recae recobro. 
Solicitó que i) se revoque el fallo de tutela ya que no existe vulneración de derechos,  por haber actuado de conformidad con los preceptos legales; ii) se indique que la entidad no esta obligada a suministrar el tratamiento integral; y iii) se faculte a esa entidad a efectuar el respectivo recobro por el 100% de los servicios no POS y exclusiones del POS que sean asumidos en cumplimiento de la orden judicial. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA
Esta Sala es competente para conocer de la presente  acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

Problema jurídico y solución 

De conformidad con los argumentos de la impugnante, esta Corporación debe decidir si el fallo adoptado por el Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales en lo referente a la orden de suministro del tratamiento integral a favor del señor Jairo Antonio Franco Celis, y a la facultad de recobro otorgada a la E.P.S. Servicio Occidental de Salud.    
Antes de analizar la inconformidad presentada por la impugnante, se debe tener en cuenta que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
Sobre el tratamiento integral

Como quiera que no basta con la sola realización de la valoración pretendida, para considerar atendida la enfermedad del accionante, debe procurarse por la prestación de los servicios médicos que con posterioridad requiera, derivados de su patología, por lo que es obligación  de la entidad accionada brindar la  atención integral necesaria, tal como fue ordenado, a efecto de lograr en lo posible restablecer el estado de salud del señor Jairo Antonio Franco Celis.
Lo anterior porque en virtud de los principios de integralidad y continuidad que rigen la Seguridad Social, se impone la obligación de la prestación de los servicios en salud, a todos aquellos que se encuentran vinculados a través del Régimen de Seguridad Social en salud, quienes tienen derecho a recibir un servicio completo, de acuerdo con sus necesidades. Por ello deberá la E.P.S. Servicio Occidental de Salud, brindar el tratamiento que requiera el usuario, conforme lo tiene sentado la jurisprudencia:

“La jurisprudencia de esta Corporación señala que este principio implica que la atención y el tratamiento a que tienen derecho los pertenecientes al sistema de seguridad social en salud, son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y el seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones. En tal dimensión, el tratamiento integral debe ser proporcionado a sus afiliados por las entidades encargadas de prestar el servicio público de la seguridad social en salud. En consecuencia, la Corte ha considerado que la prestación de estos servicios comporta no sólo el deber de la atención puntual necesaria para el caso de la enfermedad, sino también la obligación de suministrar oportunamente los medios indispensables para recuperar y conservar la salud. En estas condiciones, por ejemplo, la Corporación ha amparado el derecho a la salud de las personas que solicitan el suministro de un medicamento que puede ser sólo para el alivio de su enfermedad, aunque no sea para derrotarla. Se concluye entonces que el alcance del servicio público de la seguridad social en salud es el suministro integral de los medios necesarios para su restablecimiento o recuperación, de acuerdo con las prescripciones médicas aconsejadas para el caso, ya conocidas, pronosticadas  o previstas de manera específica, así como de las que surjan a lo largo del proceso.”

Sobre el principio de integralidad del derecho a la salud y los casos en los que procede la orden de tratamiento integral, la Corte Constitucional ha establecido lo siguiente: 

“Frente al principio de integralidad en materia de salud, la Corte Constitucional ha estudiado el tema bajo dos perspectivas, la primera, es la relativa al concepto mismo de salud y sus dimensiones y, la segunda, hace mención a la totalidad de las prestaciones pretendidas o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud y de la calidad de vida de las personas
. 

Esta segunda perspectiva del principio de integralidad ha sido considerada de gran importancia para esta Corporación, toda vez que constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud, pues el mismo, debe ser prestado eficientemente y con la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera con ocasión del cuidado de su patología y que sean considerados como necesarios por el médico tratante.

Dado lo anterior, es procedente el amparo por medio de la acción de tutela del tratamiento integral, pues con ello se garantiza la atención, en conjunto, de las prestaciones relacionadas con las patologías de los pacientes previamente determinadas por su médico tratante.  (Subrayas fuera del texto original)
Sin embargo, en aquellos casos en que no se evidencie de forma clara, mediante criterio, concepto o requerimiento médico, la necesidad que tiene el paciente de que le sean autorizadas las prestaciones que conforman la atención integral, y las cuales pretende hacer valer mediante la interposición de la acción de tutela; la protección de este derecho lleva a que el juez constitucional determine la orden en el evento de conceder el amparo, cuando se dan los siguientes presupuestos: 

“(i)  la descripción clara de una determinada patología o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable”
.

El haberse dispuesto el tratamiento integral para el actor, contrario a lo solicitado por la E.P.S. Servicio Occidental de Salud, no es una presunción de violaciones futuras a derechos fundamentales por abarcar situaciones que no han tenido ocurrencia, sino una real y efectiva protección a las garantías constitucionales, razón por la cual éste deberá implementarse por la entidad accionada, como lo ha expresado la jurisprudencia en múltiples oportunidades
.
Respecto al recobro del tratamiento integral 

Sobre este punto esta Sala se abstendrá de emitir decisión alguna, puesto que de la simple lectura de la sentencia de primer grado, se colige que la E.P.S. Servicio Occidental de Salud se encuentra facultada para recobrar ante el Fosyga por el 100% de los servicios que llegara a suministrar y que no estuviera obligada a prestar, con lo que queda satisfecha la pretensión económica de la entidad accionada elevada a través del recurso formulado.  

La sumatoria de todas las consideraciones anteriores, permiten a esta Sala confirmar la sentencia materia de impugnación. 

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira  administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley
FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido el 4 de septiembre de 2013 por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en cuanto fue materia de impugnación.

SEGUNDO: ABSTENERSE de realizar pronunciamiento alguno con relación a la pretensión de la facultad de recobro del 100% ante el Fosyga, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

TERCERO: Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado    

JUAN CARLOS MORALES RAMIREZ  

Secretario
�Sentencia T-654 de 2010.


� Al respecto, Corte Constitucional, Sentencia T-531 de 2009, M. P. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Corte Constitucional, Sentencia T-531 de 2009 M. P. Humberto Antonio Sierra Porto.


�Sentencias T461/07,  T-888/06, entre otras.





Página 1 de 6

